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Acta No. 324 del 21 de julio de 2009.

        

Expediente 66001-31-03-001-2009-00140-01 


Decide la Sala la impugnación que interpuso la señora María Carola Quintero Morales contra la sentencia proferida por el Juzgado Primero Civil del Circuito de Pereira, en la acción de tutela que instauró contra el Juzgado Segundo Civil Municipal de la misma ciudad, a la que fueron vinculados los señores Gildardo Evelio Bernal Montenegro y Jorge Augusto Montenegro Henao.  

ANTECEDENTES

Relató la demandante, en resumen, que celebró contrato de arrendamiento sobre un local comercial con el señor Gildardo Evelio Bernal Montenegro; el canon se pactó en la suma de $450.000  mensuales y el término de duración en doce meses; por mora en el pago del arrendamiento inició proceso para que se declarara terminado el contrato y en consecuencia se ordenara la restitución del inmueble; en la sentencia dictada por el despacho judicial accionado se dispuso la terminación del contrato y se declaró que “en adelante la relación tenencial con que continúa el señor GILDARDO BERNAL MONTENEGRO respecto al  inmueble objeto de este proceso y que se detalló en la parte motiva, la sostendrá con el señor JORGE HERNÁN MONTENEGRO”.

Agregó que en tal forma resultó víctima de una decisión de hecho, porque de manera arbitraria se le despojó de la posesión que tiene sobre el inmueble arrendado, a pesar de que el juzgado había negado la solicitud del último citado para intervenir en el proceso, porque éste se adelantaba sólo entre el arrendador y el arrendatario y en esas condiciones, no podía resultar beneficiado con el fallo.
Aduce que el juzgado incurrió en extralimitación de funciones y en abuso de poder porque desconoció la esencia del contrato y su calidad de propietaria del 79.8719% sobre el edificio en el que se halla ubicado el local arrendado, ya que solicitó su restitución y resultó despojada ella misma, cuando el juzgado sólo ha debido pronunciarse en relación con la terminación del contrato  solicitado y no reconocer como arrendador a un tercero a quien se le negó su intervención en el proceso.

Considera vulnerado su derecho al debido proceso y solicita se ordene al funcionario demandado corregir el trámite dado a la acción de restitución de inmueble arrendado y anular la sentencia proferida.

ACTUACIÓN PROCESAL

Por auto del 22 de mayo de este año se dispuso dar trámite a la tutela, traslado a la titular del juzgado accionado y vincular a Gildardo E. Bernal Montenegro. Posteriormente se adoptó igual determinación respecto al señor Jorge Augusto Montenegro Henao.

El señor Gildardo Evelio Bernal Montenegro se pronunció sobre los hechos planteados por la actora y adujo, en breve, que sus  manifestaciones constituyen un irrespeto a la autoridad judicial accionada; que no existe perjuicio irremediable en el actuar del funcionario y que la acción de tutela no es el mecanismo idóneo para defender sus intereses porque la actora puede acudir ante la jurisdicción contencioso administrativa en proceso de reparación directa frente al Estado, de considerar deficiente la actuación del juez. Además, que en virtud del principio de inmediatez debió solicitarse el amparo dentro de un término razonable y oportuno. Pide, en consecuencia, se declare la improcedencia de la tutela.

Jorge Augusto Montenegro Henao, al ejercer su derecho de defensa, hizo un recuento sobre la forma como él y la actora adquirieron el dominio del inmueble en el que se encuentra el local objeto del proceso de restitución; se refirió a la presión que ejerció la citada señora para que Gildardo Evelio Bernal Montenegro le firmara un contrato de arrendamiento y por ende, su consentimiento está viciado. Considera que la funcionaria que conoció del proceso, en ejercicio de su independencia judicial y con suficiente argumentación dictó el fallo que no comparte la accionante y que bien podía demandar ante la jurisdicción contencioso administrativa. Expresa que la acción de tutela es improcedente por no haber perjuicio irremediable, porque el hecho se encuentra superado, toda vez que el respectivo inmueble será objeto de remate como consecuencia de un proceso divisorio que instauró la misma demandante y por no haberse dado cumplimiento al principio de inmediatez. Solicita se declare la improcedencia de la acción.

La instancia culminó con sentencia del 5 de junio pasado. En ella decidió el juez constitucional de primera instancia negar por improcedente la tutela solicitada, al considerar que no se cumplía en el presente caso el requisito de la inmediatez para que proceda la acción constitucional de amparo contra providencia judicial ejecutoriada. 
CONSIDERACIONES
El objeto de la acción de tutela es la protección inmediata de los derechos fundamentales, que concede a todos los ciudadanos el artículo 86 de la Constitución Nacional, ante su vulneración o amenaza generada por cualquier autoridad pública y aun por los particulares en los casos previstos por el artículo 42 del Decreto 2591 de 1991.

La Corte Constitucional en sentencia C-543 de 1992 declaró inconstitucional el artículo 40 del Decreto 2591 de 1991 que autorizaba la tutela contra providencias judiciales. A pesar de ello, ha enseñado que el amparo resulta procedente cuando se incurra en una vía de hecho, concepto que se ha desarrollado a lo largo de su jurisprudencia
.
En armonía con el artículo 86 de la Carta, según el cual la acción de tutela puede interponerse “en todo momento y lugar”, la misma Corporación declaró inexequible el artículo 11 del Decreto 2591 de 1991 que establecía un lapso de dos meses, contados a partir de la ejecutoria de la providencia, para solicitar el amparo contra decisiones judiciales.
Sin embargo, la misma Corte en su jurisprudencia ha enseñado que la solicitud de amparo debe elevarse en un plazo razonable, oportuno y justo, conforme a las condiciones de cada caso y ha precisado que la inexistencia de un término de caducidad no implica que la tutela pueda instaurarse en cualquier tiempo.

Uno de los principios que la caracterizan es entonces el de la  inmediatez, en virtud del cual, a pesar de no existir un término de caducidad para promoverla, quien considere lesionado un derecho fundamental del que es titular, debe acudir a ese mecanismo excepcional de defensa judicial en un plazo razonable y oportuno a partir de la ocurrencia del hecho que le causa el agravio, con el fin de evitar que la acción se convierta en un medio que otorgue nuevas oportunidades para controvertir actos que adquirieron firmeza, lo que atenta contra la seguridad jurídica y puede afectar derechos de terceros.

Así lo ha explicado la Corte Constitucional:

“2.4. Ahora bien, la inmediatez, como segunda exigencia general de procedibilidad de la tutela contra providencias judiciales, es una figura que se relaciona con el paso del tiempo entre la solicitud de tutela y el hecho judicial vulnerador de derechos fundamentales. Como su nombre lo indica, se exige que la tutela se presente en un lapso de tiempo razonable luego de la última decisión judicial, con el propósito de que se garantice la inminencia de la protección constitucional que se invoca y la seguridad jurídica. De hecho, permitir que entre una reclamación constitucional y la supuesta afectación judicial medie un período de tiempo desmedido, no solo desvirtúa la necesidad de la protección judicial inmediata y del perjuicio irremediable que se alega, sino que además hace irrazonable y desproporcionado un control constitucional de la actividad judicial por la vía de tutela frente a decisiones judiciales consolidadas.

“Por ende quien solicite la protección de sus derechos por esa vía, debe interponer la acción de tutela contra providencias judiciales tan pronto se produce la vulneración o amenaza de los derechos fundamentales, o en un plazo prudencial justificado, porque de lo contrario la urgencia y necesidad de la protección por vía de tutela queda en entredicho. La inmediatez resulta ser una exigencia ineludible en la procedencia de la tutela contra providencias judiciales, que permite promover y no desvirtuar, la seguridad jurídica del ordenamiento.”

Las pruebas incorporadas al proceso permiten acreditar, entre otros, los siguientes hechos:

.- En el Juzgado Segundo Municipal de Pereira se tramitó proceso abreviado de mínima cuantía de restitución de bien inmueble arrendado, promovido por María Carola Quintero Morales contra Gildardo Evelio Bernal Montenegro.

.- El 16 de marzo de 2005 fue notificado el demandado en forma personal de auto que le dio curso y por apoderado judicial respondió dentro del término otorgado y propuso excepciones de fondo.
.- En calidad de tercero pretendió intervenir en el proceso el señor Jorge Augusto Montenegro Henao, por ser propietario de una porción del inmueble que pretendía restituirse; mediante auto del 16 de abril de 2007 se rechazó la solicitud.
.- El 31 de julio de 2008 se dictó sentencia en la que se declararon probadas las excepciones de fondo denominadas falta de causa para demandar y pago, imprósperas las de nulidad, inexistencia e ineficacia del contrato; se denegaron las pretensiones de la demanda, a pesar de lo cual se dio por terminado el contrato de arrendamiento existente entre las partes; se dispuso que en adelante la relación del demandado respecto al inmueble objeto del proceso la continuaría sosteniendo el demandado con el señor Jorge Augusto Montenegro; se ordenó la entrega a la actora de los dineros consignados desde abril de 2007 a julio de 2008 y la condenó a pagar las costas causadas.

Surge de esas pruebas que la sentencia en la que encuentra la actora lesionados sus derechos se produjo el 31 de julio de 2008 y solo el 21 de mayo de 2009
, es decir, casi diez meses después, se presentó el escrito por medio del cual se solicitó protección constitucional.
No actuó entonces la actora con la urgencia y prontitud con que ahora demanda el amparo y no se evidencia la existencia de una justa causa que explique los motivos por los que permitió que el tiempo transcurriera sin promover la acción, y ninguna consideración al respecto hizo en la demanda con la que se inició el proceso que permitiera deducirla.

Así las cosas, ante la ausencia del requisito que se analiza, el amparo reclamado resulta improcedente, pues si la demandante consideró afectados sus derechos fundamentales, ha debido acudir ante los jueces constitucionales dentro de un término razonable. Sin embargo, como ya se indicara, esperó casi diez meses para instaurar la acción y ese pasivo comportamiento permite inferir el desinterés de su parte en lograr una tutela oportuna.

En consecuencia, como la tutela no resultaba procedente, se  avalará la sentencia impugnada.

En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, en Sala de Decisión Civil-Familia, administrando justicia en nombre de la República de Colombia y por autoridad de la ley, 

R E S U E L V  E:

1º.- CONFIRMAR la sentencia de fecha 5 de junio de 2009,  proferida por el Juzgado Primero Civil del Circuito de Pereira, en la acción de tutela que instauró la señora María Carola Quintero  Morales contra el Juzgado Segundo Civil Municipal y al que fueron vinculados Gildardo Evelio Bernal Montenegro y Jorge Augusto Montenegro Henao.

2º.- Como lo dispone el artículo 32 del Decreto 2591 de 1991, envíese el expediente a la Corte Constitucional para su eventual revisión. 

3º.- Lo aquí decidido notifíquese a la partes al tenor del canon 30 ibídem.

Cópiese, notifíquese y cúmplase

Los Magistrados,

CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS

GONZALO FLÓREZ MORENO

JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO

� Sentencias T-453 de 2005


� Sentencias SU-961 de 1999, T-398 de 2001, T-171-06, T-1033 de 2007 y T-903 de 2008, entre otras.


� Sentencia T-443 de 2008


� Ver inspección judicial practicada por el juzgado de primera instancia, folios 14 y 15.


� Folio 11, cuaderno No. 1
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